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			PRÓLOGO

			La actual edición de este libro se produce en circunstancias muy diferentes de las anteriores. La primera, en 1998, y la segunda, en 2003, aparecieron en momentos de satisfación desde el punto de vista constitucional. En el ámbito autonómico ya se percibían algunos problemas de fondo, pero no tenían la dimensión acuciante que han adquirido en los últimos años. 

			La tesis general del libro también se ha precipitado. En las anteriores ediciones postulaba una interpretación federal del Estado autonómico, incluyendo la reforma constitucional del Senado. En la actual se defiende una reforma constitucional que transforme el sistema autonómico en federal, como estrategia para abordar los graves problemas existentes. 

			Pero el libro sigue siendo esencialmente un estudio sobre los rasgos principales del Estado autonómico, tal como se ha desarrollado en los treinta y cinco años que han transcurrido desde la aprobación de la Constitución, lógicamente con sus elementos positivos y negativos, y con algunas propuestas de reforma.

			Un libro de síntesis como este es tributario de las ideas surgidas en múltiples actividades, unas tradicionales, como la participación en tesis doctorales o en congresos académicos, a partir de mi posición en la Universidad de Barcelona. Otras, fruto del trabajo en equipos de investigación y en seminarios, especialmente en el Instituto de Derecho Público de Barcelona, con excelentes profesores de derecho administrativo, constitucional y comunitario. Específicamente, dentro del Instituto, debo mucho a los estudios del Informe de las Comunidades Autónomas, que se ha editado cada año desde hace más de veinte y cuenta con un equipo de especialistas de todas las Comunidades Autónomas. Después de cuarenta años en la Universidad, mi participación en el Consell de Garanties Estatutàries de Cataluña, donde la tarea principal es el estudio y dictamen de problemas autonómicos, ha reforzado mi visión práctica de la autonomía.

			En todas estas facetas, como es fácil suponer, son muchas las personas a las que debo agradecer sus ideas, y no me atrevo a nombrarlas porque sería injusto con las que omitiera, pero confío en que los que me han ayudado se sientan aludidos con este agradecimiento.

			Por último, me agrada anunciar que pronto habrá una edición digital en catalán, además de la castellana, de este libro.

			Barcelona, noviembre de 2013.

		

	
		
			INTRODUCCIÓN

			La Constitución de 1978 realizó un cambio drástico del sistema político en España, en todos los ámbitos (derechos, instituciones, etc.), estableciendo una democracia moderna, y lógicamente también modificó la estructura territorial del poder, sustituyendo el centralismo franquista por un sistema de autonomía política, que parecía a medio camino entre los modelos del Estado unitario y el federal. 

			En todo caso, la Constitución logró superar los problemas históricos del país, sintetizados en lo que se denominaba «las dos Españas», que se enfrentaban en los dilemas esenciales del Estado: la monarquía, la religión, la democracia… y hace unos años, al cambiar de siglo, por ejemplo, se consideraban consolidadas las líneas maestras de la democracia, todas —se decía-, salvo la organización territorial del Estado. Diez años más tarde, a los treinta y cinco años de promulgarse la Constitución, el problema autonómico está aún más complicado, pero además ha surgido una crisis de las instituciones (de la política) y una crisis económica —con sus amenazas al principio democrático y social— que obligan a revisar las valoraciones optimistas de hace una década para poner en primer plano la necesidad de reformas profundas de muchas instituciones. 

			Si nos centramos en el Estado autonómico hay que comenzar por reconocer que la Constitución de 1978 ha impulsado una gran descentralización, y el poder político de las Comunidades Autónomas (CCAA) puede compararse con el que poseen los estados miembros de una federación, como por ejemplo los Länder alemanes o austríacos, y, desde luego, es muy superior al que tienen las regiones italianas. Pero mientras las CCAA, consideradas una por una, funcionan relativamente bien, con las excepciones necesarias, en cambio la marcha del sistema autonómico, como conjunto, plantea varios problemas serios y carece incluso de una teoría que permita orientar las reformas con perspectivas a largo plazo. 

			El Estado autonómico presentaba en su inicio varios interrogantes importantes, como las CCAA concretas que se formarían y el nivel de poder, igual o diferente, que tendrían, pero estos problemas se fueron solucionando mediante pactos políticos de los principales partidos, leyes de desarrollo de la Constitución y sentencias constitucionales. El sistema atravesó diferentes etapas que se pueden marcar con cierta claridad: en 1983 se aprueban los últimos Estatutos (EA) y se celebran las primeras elecciones autonómicas en las 13 CCAA que aún no lo habían hecho; en 1992 se igualan las competencias sustanciales de todas las CCAA, en virtud de los segundos pactos autonómicos; en 2001 culminan los grandes traspasos (educación y sanidad) a todas las CCAA, con una transferencia muy importante de empleados públicos y recursos financieros para atenderlas; en el 2006-2007 se reforman seis EEAA, siguiendo la iniciativa de Cataluña, para ampliar la autonomía, que resultan frenados por la STC 31/2010.
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			Mapa 1. Las 17 Comunidades Autónomas y su población (Censo de 2012).

			El Estado autonómico, generado por la Constitución de 1978, y configurado durante más de tres décadas, aparece por tanto como una forma de descentralización política importante, que otorga a las CCAA un volumen de poder equivalente a los Länder o estados de sistemas federales, pero sin manifestar un carácter jurídico claro. Algunas fuerzas políticas, de diferente signo, lo consideran simplemente un Estado descentralizado, algunos profesores lo califican como regional, el Tribunal Constitucional lo denomina Estado compuesto y la mayoría de los expertos, seguramente, lo caracteriza como sistema semifederal o federal sui géneris. No solo hay diferencia notable de opiniones, sino que resulta difícil de entender el significado de calificativos como regional, compuesto o sui géneris. El Estado autonómico, ¿a qué tipo de Estado corresponde? La respuesta no tiene solo un interés teórico, para situar la estructura política de España en el derecho comparado, sino que resulta decisiva para el futuro político del país, porque las reformas necesarias de las instituciones serán diferentes según el tipo de Estado que consideremos. 

			El texto de la Constitución resulta de escasa ayuda. En ella se habla del principio de autonomía y de las CCAA, y por ello se ha impuesto la denominación de «Estado autonómico», que ni siquiera figura expresamente en la Constitución; pero la denominación no resuelve nada, no solo por la necesidad de superar el nominalismo, sino porque deja sin responder la pregunta fundamental: ¿el Estado autonómico pertenece al grupo de los estados federales o no? ¿Qué es la autonomía? Los debates constituyentes, que en otros países suelen arrojar luz sobre el sentido de los conceptos constitucionales, y en nuestro caso también lo hacen para otros problemas, no resultan útiles. 

			Autonomía significa, etimológicamente, poder para establecer leyes, y en sentido amplio se equipara con autogobierno, porque no solo son importantes las leyes sino también el conjunto de elementos que intervienen en las políticas públicas, como la concreción de los reglamentos del gobierno, la dimensión de la administración y el volumen de los recursos financieros. En ambos sentidos, tanto político como administrativo, el autogobierno de las CCAA es notable. 

			Poseen un poder legislativo importante, exclusivo o concurrente con el Estado, en materias como el urbanismo, la educación, el medio ambiente, la sanidad, etc. En estos casos ejercen la función legislativa, pero también la ejecutiva, porque aprueban las leyes y los reglamentos, y asimismo deciden la organización de la administración y la gestión en el sentido más funcionarial. 

			El aparato administrativo y presupuestario que depende de las CCAA es respetable, en especial desde 2001, año en que se acabaron de realizar los traspasos de servicios en educación y sanidad, porque el trasvase de funcionarios y recursos económicos ha sido muy notable, como se expone en los capítulos correspondientes. Además, algunas CCAA tienen poderes particulares en materias específicas, como la lengua, la organización territorial y el derecho civil foral o especial, en respuesta a problemas históricos que no se habían resuelto hasta las previsiones de la Constitución actual, que se califican como hechos diferenciales. 

			La importancia de la autonomía se puede observar en que las instituciones de cada CA (parlamento y gobierno, principalmente) solo responden ante el propio electorado, sin ninguna dependencia jerárquica respecto al gobierno del Estado, aunque ciertamente los partidos políticos atraviesan todas las instituciones. El amplio autogobierno de las CCAA propicia a su vez el pluralismo político de las instituciones autonómicas y su cambio según las preferencias ciudadanas. En los años noventa la mayoría era socialista; en las elecciones autonómicas de 1995 se produce un giro importante hacia la mayoría del PP y varios partidos nacionalistas (CiU, PNV y CC) han gobernado durante décadas sus CCAA. 

			En este sentido, la mayoría de expertos han situado el sistema autonómico entre los federales, considerándolo «semifederal» o «federo-regional», en cuanto contiene los elementos esenciales del modelo federal aunque no se proclame como tal. Pero ¿qué significa el federalismo en la actualidad y cómo se distingue de otras formas de autonomía política? Para avanzar en el posible carácter federal del Estado autonómico es preciso tener en cuenta algunas ideas sobre el propio federalismo. 

			La federación es una construcción moderna, «inventada», literalmente, por la Constitución de los Estados Unidos de América (1787), porque es profundamente diferente de la confederación y de otras formas de asociación de estados, como la unión real, que existían anteriormente. 

			El federalismo se extendió también en Europa entre estados independientes que deseaban unirse para alcanzar mayor potencia, sin perder sus formas específicas de gobierno. De esta forma Suiza superó las guerras entre cantones, en la Constitución de 1848, perfeccionada en 1874, y Alemania alcanzó en 1871 la unidad a la que aspiraban los diferentes estados desde principios de siglo. 

			Después, el federalismo demostró su utilidad en situaciones distintas, como la formación de Canadá (1867) a partir de dos ex colonias ya federadas y la de Australia (1900), cuyo conjunto de estados dependía también de Inglaterra. La utilidad del sistema federal para descentralizar un Estado anteriormente unitario se demostró con el nacimiento de Austria (1920), tras el hundimiento del Imperio austro-húngaro, y también en estados muy extensos de Latinoamérica. En otros casos, muy posteriores y diferentes, como la India, Rusia o Sudáfrica, la fórmula federal ha servido igualmente para organizar políticamente un Estado que presentaba grandes desigualdades en su población. La enormidad y complejidad de la India parecen conducir de forma natural al federalismo, pero tanto Rusia (tras la desaparición del comunismo y de la federación soviética) como Sudáfrica (una vez derrotado el apartheid) han optado por el federalismo para organizar la democracia, por la diversidad de los grupos nacionales que las integran. En Europa occidental, el último caso de transformación de Estado unitario en federal se ha producido en Bélgica, al aprobarse la Constitución de 1993. 

			Dicho brevemente, la diferencia entre un Estado federal y uno unitario es que este tiene un solo nivel de instituciones políticas, y el Estado federal tiene un doble nivel de instituciones políticas superpuestas: la federación y los estados miembros o federados. En el Estado unitario existe una sola estructura de poder sobre todo el territorio, generalmente compuesta por un jefe del Estado, un parlamento, un gobierno y una organización judicial. Por tanto, todos los ciudadanos, de todo el territorio, están vinculados por las mismas leyes, las mismas decisiones del gobierno y la misma jurisprudencia. Por ejemplo, en Francia o en Holanda las mismas leyes se aplican a todos los ciudadanos en todos los rincones del Estado. Es el reino de la igualdad de derechos entre los ciudadanos, pero también de la uniformidad, que puede ser negativa si existen diferencias entre sectores de la población.

			En cambio, en un sistema federal existen dos niveles de instituciones, la federación por una parte (presidente, parlamento y gobierno federales, así como los tribunales superiores) y los estados por otra (presidente, parlamento y gobierno de cada uno de los estados federados, así como los demás tribunales). Por ejemplo, en Estados Unidos, el Congreso aprueba en algunas materias leyes federales que obligan a todos los ciudadanos, pero los parlamentos de los estados de Nueva York o de California también aprueban leyes sobre otras materias que obligan a sus ciudadanos. En Alemania, todos los ciudadanos deben cumplir las leyes federales, pero los habitantes de Baviera o de Renania-Palatinado han de obedecer además las leyes de sus Länder.

			En las últimas décadas han aparecido diferentes formas de descentralización parcial que revelan la diversidad de soluciones en cada país y en cada período histórico. En ocasiones se trata de otorgar autonomía a un territorio especial, como en Finlandia la región de los Asland, tras el final de la Primera Guerra Mundial; se trata de una región de unos 30.000 habitantes que mayoritariamente hablan sueco y poseen una ciudadanía especial. Un supuesto parecido lo constituyen los regímenes específicos de Groenlandia y las islas Feroe en Dinamarca, y las islas Azores y Madeira en Portugal. Pero la experiencia más importante en esta línea es seguramente el Reino Unido, con la puesta en marcha en 1998 de la autonomía en Escocia, Gales e Irlanda del Norte. En todos estos casos el Estado sigue siendo unitario en su estructura y su dinámica general, aunque una parte de su territorio posee un cierto grado de autogobierno y se relaciona con las instituciones centrales del Estado de manera especial. Por eso, estas situaciones resultan poco útiles para nosotros.

			En cambio la Constitución italiana de 1947, inspirada por la española de la II República, introdujo un doble nivel de autogobierno: cinco regiones con Estatuto de autonomía especial y el resto de las regiones, quince, con Estatuto ordinario, que en realidad, no iniciaron su funcionamiento hasta los años setenta. Tienen asambleas elegidas y gobiernos propios y han mejorado su autogobierno con las reformas constitucionales producidas entre 1999 y 2001, pero no han alcanzado su consolidación, probablemente por problemas políticos más generales. No obstante, Italia ha sido utilizada por una parte de los estudiosos para formular un modelo de «Estado regional», a medio camino entre los unitarios y los federales, pero sin llegar a definir con claridad en qué consiste ese tipo de Estado intermedio.

			Sin perjuicio de utilizar en algún punto concreto la técnica desarrollada por algunas de estas experiencias, no parece que en general resulten útiles para tratar los problemas del Estado autonómico, y parece conveniente avanzar algunas notas o enfoques necesarios para aproximarnos a la comparación con el federalismo actual. 

			La primera condición para orientarse en una teoría constitucional del federalismo es la aproximación realista a la estructura política de las instituciones rechazando el nominalismo, la confusión entre el nombre y la realidad. Existen estados que se llaman federales y no lo son, por ejemplo en Latinoamérica, y otros que lo son pero no se llaman así, como Suiza, que aún sigue denominándose confederal, cuando se trata de un auténtico sistema federal desde hace más de un siglo. También varían los nombres que se dan a los estados miembros de la federación en cada caso: «Estado» o «Estado federado» sigue siendo el más clásico, pero en Canadá se llaman «provincias», en Alemania y Austria se denominan Länder y en Suiza cantones, y todos tienen el mismo carácter. En la teoría constitucional importa mucho más el carácter real de las instituciones que su denominación. Eso no significa que el nombre sea indiferente; políticamente no lo es, porque puede generar adhesión o rechazo de parte de la población. 

			Por otra parte, el federalismo también ha notado los efectos generados por el paso del Estado liberal al Estado democrático en los derechos políticos y sociales. Hoy los derechos fundamentales de la persona son iguales en todo el territorio de un sistema federal, al menos en su núcleo duro, y resulta inaceptable, por ejemplo, el mantenimiento de una discriminación de la mujer en una parte del territorio, como resulta difícilmente inadmisible la situación americana, que permite la pena de muerte en algunos estados de la federación. En la misma línea de primacía de la democracia sobre las particularidades territoriales se ha impuesto la idea de que los ciudadanos tienen también derecho a una mínima igualdad social, de manera que las políticas públicas de cada entidad regional son distintas pero deben cubrir un mínimo común, y en su caso se encarga a la federación su garantía, como se recoge en la cláusula alemana de «uniformidad de condiciones de vida» que ha sido sustituida por la de «condiciones de vida equivalentes» en el territorio federal. 

			Además, en Europa, el surgimiento de la Comunidad Económica Europea y su reforzamiento después como Unión Europea han generado también cambios importantes y aún provocarán muchos más. A los dos niveles tradicionales (federación y estados-Länder) hay que añadir uno nuevo (Unión Europea) que asume competencias importantes, tanto de la federación (por ejemplo, moneda, especialmente visible desde la implantación del euro) como de los estados o Länder (agricultura, pesca, medio ambiente, etc.), lo que provoca las pérdidas correspondientes de poder. Pero además está en juego aún la configuración de los órganos propios de la futura Unión, donde los Länder y regiones deberían encontrar un espacio de influencia que compense el protagonismo actual de los gobiernos federales o nacionales a través del Consejo, teniendo en cuenta que algunos Länder o CCAA son mucho más fuertes que algunos estados miembros de la Unión. El poder de los estados de la UE, tanto federales como unitarios, dependerá en gran parte de la manera en que participen en los procesos de decisión de la Unión Europea, y esas formas no pueden congelarse indefinidamente con la estructura actual sin estimular el deseo de transformación de algunas regiones en estados. 

			De todas formas, la principal advertencia que debe hacerse al estudiar el federalismo actual es la transformación que ha experimentado respecto al federalismo decimonónico, y que puede significarse por el paso del «federalismo dual» al «federalismo cooperativo» o de «relaciones intergubernamentales». 

			En el siglo XIX la economía de mercado local existente y la escasa intervención de los poderes públicos en la sociedad permitían que la federación y los estados miembros actuaran de manera separada, sin apenas contacto entre sí, gobernando cada uno en el ámbito de sus competencias, por ejemplo, la federación sobre la moneda y el comercio internacional y los estados sobre la agricultura y el comercio interno de cada uno. Este era el federalismo dual: cada instancia de poder, la federación y cada uno de los estados, decidía por sí misma sobre sus propios asuntos, gobernaba de manera separada.

			Sin embargo, el desarrollo de la economía en el siglo XX (el protagonismo de los grandes monopolios, el predominio del comercio internacional, el crecimiento de las comunicaciones y de los transportes, etc.) impidió mantener el aislamiento de los poderes en el sistema federal e impulsó la colaboración para el tratamiento de los grandes problemas. La gran crisis económica de 1929 demostró en el federalismo americano que los estados solos eran incapaces de resolver los problemas económico-sociales que se presentaban y obligó a intervenir en ellos a la federación, como hizo el New Deal de Roosevelt. Tras la Segunda Guerra Mundial las Constituciones y la legislación de los países europeos reconocieron ampliamente los derechos sociales de los ciudadanos a la educación, la sanidad, la asistencia social... —lo que conocemos como «Estado social» frente a Estado liberal—, y ello multiplicó las funciones de todos los poderes públicos, tanto de la federación como de los estados, y les obligó a colaborar intensamente en muchos campos. 

			Esta transformación se ha realizado de manera progresiva, y el resultado de estos cambios se conoce en todos los países de cultura alemana como kooperative Föderalismus (federalismo cooperativo) y en los de cultura anglosajona como intergovernmental relations (relaciones intergubernamentales). En definitiva, mientras que en el pasado la actuación separada de la federación y de los estados era suficiente para gobernar, en la actualidad se precisa la concertación entre ambas instancias para hacer frente a las complejas tareas de las instituciones públicas. Naturalmente, dentro de este nuevo federalismo caben muchos matices sobre la participación respectiva de la federación y de los Länder, y en ocasiones son preferibles las competencias exclusivas para ganar eficacia, claridad y responsabilidad de las instituciones.

			El origen histórico diverso, el rechazo del nominalismo, la transformación democrática y social y la conversión del federalismo dual en cooperativo son, resumidas, algunas notas o enfoques esenciales para abordar el federalismo como una estructura del Estado que facilita el gobierno de sociedades complejas. El federalismo consiste esencialmente en una forma de división vertical del poder entre la federación y los estados/Länder o, en nuestro caso (sin nominalismos), entre el Estado autonómico y las CCAA. Con este enfoque conviene tratar un poco más las notas o requisitos que se dan en los sistemas federales, para examinar a continuación si confluyen o no en el Estado autonómico. 

			La doctrina federalista actual considera que no existe un criterio único para calificar a un Estado de federal (como podríamos decir de la monarquía, que se define por la presencia de un rey), y la mayoría de los expertos se inclina por considerar federal al Estado que reúne una serie de elementos que esencialmente son: el reconocimiento constitucional de la estructura federal; unas instituciones representativas en los estados que actúan políticamente sin dependencia de la federación, así como una Constitución propia de cada Estado miembro; la distribución de competencias entre la federación y los estados; la resolución de los conflictos por una instancia neutral, generalmente un Tribunal Constitucional; una forma de financiación objetiva y garantizada; y un sistema de relaciones entre la federación y los estados que incluye en los federalismos europeos la participación de los Länder/regiones en la formación de la posición del respectivo Estado federal en el seno de la UE, cuando la decisión afecte a sus competencias.

			A lo largo del libro se examinan los elementos esenciales del Estado autonómico y se observa que coinciden básicamente con los factores que la teoría constitucional considera propios del federalismo. No se trata de afirmar retóricamente que España es un Estado federal, y mucho menos de pensar que el cambio de denominación arreglaría los problemas; lo único que se pretende señalar es que el Estado autonómico contiene los elementos esenciales de los federalismos actuales, especialmente de tipo europeo, y que, en consecuencia, sus problemas pueden resolverse mejor introduciendo las técnicas federales en las competencias, la financiación, etc.

			En cualquier caso, afirmando el carácter federal solo tendríamos una parte de la definición general, porque el Estado autonómico posee, a diferencia de la mayoría de los federalismos, un segundo eje imprescindible para entender su sentido —los hechos diferenciales que corresponden solo a algunas CCAA— y que influye indudablemente sobre el conjunto. La Constitución y los Estatutos reconocen a algunas CCAA facultades e instituciones específicas que no existen en las demás: la lengua en Cataluña, País Vasco, Galicia, Islas Baleares, Comunidad Valenciana y parcialmente Navarra; un nivel institucional intermedio entre la Comunidad y los ayuntamientos en el País Vasco (Territorios Históricos), Canarias (cabildos) y las Islas Baleares (consejos insulares); un sistema especial de financiación en Navarra, País Vasco y, parcialmente, en Canarias; un derecho civil especial o foral en varias CCAA, etc. El reconocimiento constitucional de estos factores es relativamente nuevo en el derecho comparado del federalismo, y aunque sus raíces se encuentran ya en el federalismo suizo, su desarrollo más importante se encuentra en Canadá (Quebec) y la teoría del federalismo asimétrico.

			El desarrollo de los últimos años muestra que los elementos citados presentan aspectos disfuncionales, de manera que el autogobierno de las CCAA resulta amplio (a veces muy desigual por residuos centralistas) pero contradictorio en su funcionamiento conjunto porque carece de las técnicas de reducción a la unidad. El gobierno dividido en varias instancias, como el nuestro, como los federales, requiere que tras la decisión de cada una se arbitren los medios para adoptar la decisión general. Sin esta reconducción a la unidad el gobierno general puede ser un desastre. El profesor alemán Ekkehart Stein se refería hace unos años a la articulación del federalismo en Alemania con una metáfora que se puede trasladar a España: el sistema autonómico es una carroza tirada por 18 caballos (el Estado y las 17 CCAA), y si no existen instrumentos para que avancen en una dirección común, la carroza acabará volcando. Nadie puede negar en serio la necesidad de articular un sistema con 18 centros de poder, y la ausencia de fórmulas en la Constitución de 1978 se podía haber remediado, y no se ha hecho, durante todos estos años.

			El último esfuerzo reformista ha sido la aprobación de los seis Estatutos de autonomía en los años 2006 y 2007, pero su objetivo era la ampliación del autogobierno de cada uno, lógicamente, y no la formación de los mecanismos de articulación que han de contenerse en la Constitución. La STC 31/2010 ha frenado algunas competencias nuevas que las CCAA pretendían pero sobre todo ha descartado los cambios de alcance general, constitucional, a través de los Estatutos. El proceso en su conjunto, llevado con muchos errores y gran crispación, ha empeorado la situación del Estado autonómico.

			Sobre este panorama ha incidido la grave crisis económica, desatada en 2008, que ha reducido drásticamente los ingresos de las CCAA, ha recortado las prestaciones de los servicios públicos que corresponden a las CCAA (educación, sanidad y servicios sociales) y ha reforzado relativamente la posición del Estado respecto a las CCAA, como refleja y realiza la reforma del artículo 135 CE y las múltiples reformas llevadas a cabo por Real Decreto-ley, sin la mínima consulta a las CCAA. 

			Por otra parte, en torno al 2010 estalla una crisis política de legitimidad de las instituciones y de los políticos (considerados en las encuestas el tercer problema del país, después de la crisis económica y del paro) por los múltiples casos de corrupción, la venalidad de muchas decisiones, el anquilosamiento de las instituciones… y el protagonismo de unos partidos políticos que no conectan con la mayoría de la población que pretenden representar. Movimientos como el 15-M o de los indignados ponen de manifiesto la escasa legitimidad de las instituciones democráticas, tanto estatales como autonómicas. En la mayoría de las CCAA, que tienen como objetivo intrínseco reforzar la representación y la participación de los ciudadanos, estas crisis —económica y de calidad democrática— han debilitado la confianza de los ciudadanos en las instituciones autonómicas.

			Todos los factores anteriores conducen a la crisis del Estado autonómico, que se manifiesta de dos maneras. 

			La más visible proviene de las posiciones de las CCAA que impulsaron en su origen la autonomía y que tienen partidos nacionalistas importantes. Ya en 1998 los principales partidos nacionalistas (CiU, PNV y BNG) negaron la legitimidad del modelo constitucional en la llamada «Declaración de Barcelona»; pocos años después (2004), el plan Ibarretxe propuso sustituir la autonomía del País Vasco por una asociación libre con España, decidida mediante un referéndum, que ignoraba abiertamente la Constitución. En el 2010 la sentencia del Tribunal Constitucional sobre el Estatuto de Cataluña desencadenó una espiral reivindicativa que ha conducido al propio gobierno catalán dirigido por Artur Mas a proponer la vía de la independencia, también previa consulta en referéndum.

			La otra forma de la crisis, más difusa, afecta a las CCAA sin problemas identitarios por los efectos de la crisis económica y de la crisis institucional, que se hacen visibles en torno al 2010, y a partir de la desorientación sobre el sistema autonómico mencionado se centra bien en los defectos del sistema y en algunos tópicos como los costes de la descentralización, bien en los problemas sociales (desahucios, paro, recortes…) que no pueden resolver y en cambio les golpean por su proximidad a los ciudadanos. En estos casos, se devuelven —o se pretende— traspasos o se deja sin sueldo a los parlamentarios. También se manifiesta con imprecaciones hacia las posiciones de otras CCAA y con preocupación por el futuro del sistema si alguna CA llegara a independizarse. 

			El Estado autonómico, pues, padece una seria contradicción. Por un lado, permite un nivel de autogobierno muy amplio a las CCAA, que presentan una línea positiva de continuidad institucional, aunque en medio de las crisis apuntadas. Por otro, muestra defectos importantes en su funcionamiento de conjunto y recibe críticas radicales de los propios partidos nacionalistas que gobiernan algunas CCAA. La explicación de esta contradicción requiere un razonamiento complejo, que analice el camino que se ha recorrido hasta ahora y el carácter del Estado autonómico actual, así como los defectos que se han acumulado durante ese camino sin recibir las reformas constitucionales que parecían necesarias. 

			Desde hace años se observa la necesidad de reformas estructurales que no se han llevado a cabo, pero no es tan fácil apuntar la dirección que tales reformas deben seguir. Para formular alternativas a los problemas existentes creo que hay que fijarse en las soluciones avanzadas por los sistemas federales, aunque dando respuesta a los hechos diferenciales y la mayor voluntad de autogobierno de algunas CCAA. Los capítulos del libro tratan el funcionamiento real y los problemas de los principales ámbitos del poder en el Estado autonómico y en las conclusiones se resumen los puntos de una posible reforma constitucional en sentido federal, después de ver que esta opción ofrece las soluciones más aceptables a los problemas que tenemos. 

			En el fondo la tesis que se sostiene para la reforma sigue dos ejes. 

			El primero es que el Estado autonómico representa una descentralización equivalente a la que existe en los federalismos occidentales (tiene un volumen de autogobierno semejante), pero los mecanismos conjuntos presentan problemas y funcionan con muchos defectos; el alcance del autogobierno es equivalente al de Länder o estados federados, pero no lo son los criterios de funcionamiento. Por ejemplo, el papel del Tribunal Constitucional en la solución de conflictos competenciales parece, a grandes rasgos, semejante al alemán. Pero el número de conflictos que enfrentan a las CCAA y al Estado ante el Tribunal Constitucional en Alemania es de uno o dos al año, y en España son 40 o 50 cada año, a veces más. Esta conflictividad provoca un gran número de sentencias, que banalizan su doctrina, y un gran retraso, de ocho a diez años, que devalúa el papel del TC. Todo ello se refleja en el sistema competencial, que queda en las manos del mismo Tribunal Constitucional que no es capaz de resolver sus problemas.

			Es decir, existe una distribución de competencias que podría proporcionar un autogobierno importante, pero funciona muy mal. Algo parecido se puede decir sobre la financiación, las relaciones entre las CCAA, el Senado… El Estado autonómico tiene la estructura de poder de un sistema federal, pero carece de sus criterios de funcionamiento.

			Pero existe un segundo eje esencial. En España algunas CCAA tienen unos caracteres o hechos diferenciales que las distinguen de las demás (lengua, financiación, etc.) y se traducen en competencias, instituciones o financiación peculiares. La respuesta prevista en la Constitución y los Estatutos resulta positiva porque acoge los caracteres específicos que la historia trasladó hasta la Constituyente, pero en los últimos años resulta insuficiente dada la voluntad de mayor autogobierno de algunas CCAA. Como son también las CCAA con partidos nacionalistas hegemónicos, es preciso responder a este problema en varios puntos. Se puede ampliar la dimensión del hecho diferencial (la situación de las lenguas distintas al castellano es muy diferente de la existente hace treinta años), y puede formularse un régimen lingüístico distinto. También es posible plantear la atribución a dichas CCAA de competencias que pueden gestionar y que otras CCAA no quieren o pueden hacerlo; esto ha sucedido desde el principio con la administración penitenciaria, y podría extenderse a otras competencias. Al mismo tiempo habría que replantear cuestiones ideológicas, como la idea de nación, y de relaciones entre poderes cuando se tratan cuestiones delicadas, que deberían regirse por el principio de la lealtad federal.

		

	
		
			CAPÍTULO 1

			LA CONSTRUCCIÓN DEL ESTADO AUTONÓMICO

			Los antecedentes: el predominio del centralismo en la historia contemporánea de España y las alternativas descentralizadoras

			El autoritarismo y el centralismo han sido caracteres constantes del Estado contemporáneo español hasta la Constitución actual, por encima de períodos absolutistas o dictatoriales y de efímeros ensayos de democracia. El Estado liberal-conservador español presenta unos rasgos básicos comunes durante la mayor parte de los siglos XIX y XX, porque está dominado por partidos conservadores que representan a una oligarquía económica y social muy cerrada. Pese a los numerosos cambios de gobierno, la mayor parte del período está regida por dos textos constitucionales parecidos, la Constitución de 1845, que domina todo el período moderado (1843-1868), y la de 1876, que preside la larga Restauración (1875-1931). Las pocas ocasiones en que se inicia un proceso realmente liberal o democrático, que los partidos conservadores no son capaces de controlar, aparece el Ejército para garantizar la hegemonía de la oligarquía. Esto es particularmente visible tras el período liberal-democrático de 1868-1873, al final de la Restauración con la dictadura de Primo de Rivera (1923-1930) y tras la II República con el franquismo (1939-1975).

			El predominio conservador-autoritario produce una continuidad en casi todos los elementos del Estado, pero, sobre todo, en la estructura centralizada del poder, que resulta esencial en los gobiernos conservadores y se prolonga durante los regímenes autoritarios, como las dictaduras de Primo de Rivera y de Franco, en las que desaparecen otros rasgos del conservadurismo como la monarquía y los partidos políticos pero continúa el centralismo. Paralelamente, los breves períodos de libertad generan siempre intentos de descentralización, como sucedió tras el triunfo de la «gloriosa revolución» de 1868, que desembocó en el proyecto federal de la I República, y durante la II República, que inició un sistema de autonomías destruido por el levantamiento de Franco y la Guerra Civil.

			No se trata ahora de realizar un repaso, ni siquiera somero, de la evolución de la organización territorial del Estado, sino solo de resaltar la aparición sistemática de las alternativas descentralizadoras cada vez que se iniciaba un período liberal o democrático, igual que ha sucedido en la etapa actual. Convendría no perderlo de vista para no acabar en fracaso como todas las experiencias previas.

			La Constitución de Cádiz (1812), que abre la historia contemporánea de España, se proponía acabar con las múltiples jurisdicciones y privilegios territoriales que provenían del antiguo régimen introduciendo la igualdad de todas las personas ante la ley. En el ámbito territorial eso suponía la creación de ayuntamientos, con igualdad de régimen jurídico, en todos los municipios con más de 1.000 habitantes. También preveía el establecimiento de provincias, cuyo gobierno correspondía a un jefe superior, nombrado por el rey, y a una Diputación provincial, elegida de forma indirecta. Pero estas previsiones apenas se aplicaron porque la vuelta de Fernando VII restableció el antiguo régimen (1814), suprimiendo ayuntamientos y diputaciones, en medio de la persecución de cualquier idea liberal. El levantamiento de Riego (1820) y el restablecimiento de la Constitución de Cádiz, durante tres años, propiciaron la aprobación por las Cortes de una Instrucción en 1823 que equivalía a una ley de régimen local y acentuaba el carácter representativo de ayuntamientos y diputaciones. Pero de nuevo el triunfo del absolutismo de Fernando VII frustró su desarrollo.

			Tras su muerte (1833), la crisis total del sistema absolutista condujo al gobierno de López Ballesteros a emprender reformas racionalizadoras de la administración, atacadas por los partidarios del antiguo régimen (primera Guerra Carlista) y apoyadas progresivamente por los liberales. En este marco reformista se aprueban los dos decretos de Javier de Burgos que establecieron la provincia como eje de la estructura territorial del Estado, con un subdelegado de Fomento (después llamado gobernador civil) al frente. Las instituciones locales, ayuntamientos y diputaciones, que se regularon en 1835, seguían una línea muy poco representativa (los alcaldes eran nombrados por el gobierno) y funcionaban además bajo el control del gobernador civil.

			Frente a este sistema creado por el partido moderado, el partido progresista defendía la elección de los alcaldes y unas diputaciones provinciales representativas, en la línea de la Instrucción de 1823, pero apenas tuvo ocasión de implantarlas, por el monopolio del poder que ejercieron las camarillas moderadas. Las ideas progresistas parecieron imponerse tras la Revolución de 1868, con la aprobación de la ley municipal y de la ley provincial de 1870, que por primera vez establecieron la elección de los ayuntamientos por sufragio universal y del presidente de la Diputación, en sustitución del gobernador civil, pero su vigencia resultó efímera.

			En todo este período, el objetivo principal de la descentralización defendida por el partido progresista era la autonomía municipal, especialmente la elección del alcalde por los vecinos. A nivel provincial se propugnaban una mayor representatividad y mayores competencias para las diputaciones provinciales. Pero en la I República (1873) se planteó un proyecto de Constitución federal que introducía una alternativa muy diferente. El proyecto de Constitución diseñaba 17 estados miembros (que eran las antiguas regiones más Cuba y Puerto Rico), cada uno con parlamento, gobierno y poder judicial propio. La Constitución fijaba los límites de sus competencias, creaba un Senado compuesto por cuatro representantes de cada Estado y configuraba un presidente de la República, sin poder ejecutivo, que tenía como principal función mantener la unión y el equilibrio de los estados y de la propia federación. El proyecto apenas llegó a discutirse, la idea federalista desembocó en el cantonalismo y el Ejército restableció el orden, la monarquía y el centralismo.

			En los primeros años de la Restauración el debate sobre la estructura territorial del poder volvió a los términos anteriores a la revolución, enfrentando a los centralistas, mayoritariamente conservadores, con los partidarios de otorgar mayor poder a los ayuntamientos y a las provincias. A finales de siglo, la descentralización en las provincias apareció incluso como una vía para la regeneración de la España oligárquica. Pero desde finales del siglo XIX la aparición del catalanismo inició la reorientación de la descentralización hacia las regiones, aunque durante varias décadas coexistieron las propuestas de reforma regionalistas y provincialistas.

			Los diversos proyectos de descentralización que se discutieron en los primeros años del siglo XX carecieron de éxito, con la excepción de la Mancomunidad de Cataluña, experiencia única en España (1914-1923) que supuso el gobierno unificado de las cuatro diputaciones catalanas. Aunque tuvo un alcance jurídico-político más bien escaso (significaba sumar las competencias administrativas de las cuatro diputaciones provinciales), la personalidad de su primer presidente, el líder del catalanismo Prat de la Riba, y la trascendencia de unificar por primera vez en la época contemporánea al conjunto de Cataluña han acrecentado su valor como precedente. La dictadura de Primo de Rivera acabó con la Mancomunidad y, naturalmente, con los demás proyectos de descentralización.

			Realmente el único precedente sólido del actual Estado autonómico fue la experiencia del regionalismo durante la II República (1931-1936), y eso que también fue extraordinariamente breve. Las únicas instituciones autonómicas que llegaron a funcionar durante la República fueron las catalanas, porque el Estatuto vasco se aprobó en octubre de 1936, poco después del comienzo de la guerra (con las dificultades que una contienda bélica supone para configurar la autonomía), y el Estatuto gallego se sometió a referéndum pero no llegó a ser aprobado por las Cortes. Incluso la experiencia catalana fue muy breve porque el Estatuto de Autonomía se aprobó en 1932, fue suspendido en 1934 y, tras restablecerse en febrero de 1936, padeció también los desastres de la guerra que comenzó pocos meses después.

			Pese a todo, la experiencia republicana merece la mayor atención, en sí misma, pero, sobre todo, porque los autores de la Constitución actual la tomaron muy en cuenta. Las ideas de la República sobre la autonomía actual se pueden ver en diferentes rasgos importantes: como ahora, en la ambigüedad del tipo de Estado (en la II República se llamó «integral» para evitar la definición del Estado como unitario o federal); las dos Constituciones se abstienen de dibujar el mapa de las autonomías, dejando a los entes locales su conformación, dentro de ciertas condiciones; ambas rehúyen establecer el nivel de competencias de forma general, reenviando a las que asuma cada Estatuto. Igualmente se observan semejanzas en el marco institucional, con un presidente de la Comunidad Autónoma, elegido por el parlamento, que es a la vez jefe de gobierno y presidente de toda la Comunidad; en la distribución de competencias en tres listas (exclusivas del Estado, de la región y compartidas), así como en la posibilidad de flexibilizar esta división con delegaciones del Estado o con leyes de armonización. Por último, también se observan semejanzas en la aprobación del Estatuto de Autonomía mediante un procedimiento complejo, que requiere la voluntad de la región y de las Cortes, y en la resolución de los conflictos por un Tribunal Constitucional.

			Curiosamente, lo que suele apuntarse como gran diferencia entre la República y la actualidad —la existencia entonces de unas pocas regiones autónomas y la generalización actual de la autonomía a todo el territorio— resulta imposible de demostrar. Ya hemos visto que solo el Estatuto catalán fue aprobado durante la República (el vasco lo fue durante la guerra y el gallego ni se llegó a aprobar) y varias regiones más (Andalucía, Aragón, etc.) tenían sus Estatutos en diferente grado de elaboración. Resulta inútil elucubrar cuál habría sido el futuro de la autonomía regional republicana, si se hubiera reducido a tres regiones o se hubiera extendido a otras o a todas. La sublevación militar y el franquismo hundieron toda posibilidad de autonomía, y de democracia.

			Los cuarenta años de franquismo llevaron al extremo la centralización del Estado, de forma que la recuperación de la democracia necesariamente debía incorporar un cambio drástico en la estructura territorial del poder. Durante la transición, la autonomía apareció como exigencia esencial de la democracia en España.

			La fase de creación del Estado autonómico (1977-1983)

			La transición a la democracia y las preautonomías

			Las manifestaciones políticas contra el franquismo en los años setenta incluían casi siempre, junto a las demandas generales de democracia, la reivindicación de autogobierno regional, especialmente fuerte en Cataluña y el País Vasco, que reclamaban la recuperación de sus Estatutos de Autonomía republicanos. Las críticas al centralismo y la voluntad de autogobierno se extendieron durante la transición, junto a la exigencia de las libertades, y fueron asumidas por todos los partidos. La consolidación de la democracia solo sería posible si venía acompañada por alguna forma importante de autonomía.

			En las primeras elecciones democráticas, en junio de 1977, los partidos políticos de Cataluña y del País Vasco, que defendían el restablecimiento de los Estatutos republicanos, obtuvieron, en conjunto, amplias mayorías. Pero también en otras regiones se formulaban peticiones de autogobierno y los diputados y senadores elegidos en todas las provincias comenzaron a sostener la extensión de la autonomía a sus territorios. La decisión de las nuevas Cortes de redactar una Constitución implicaba sin duda la configuración de alguna forma de descentralización política, pero el nuevo gobierno de Adolfo Suárez, surgido de las elecciones, necesitaba encontrar enseguida alguna concreción de la autonomía para dar respuesta a las mayorías de Cataluña y del País Vasco y frenar el movimiento descentralizador que se extendía por toda España.

			En esas circunstancias, el presidente Suárez adoptó una iniciativa muy ambiciosa: pactar con el presidente de la Generalitat republicana en el exilio (que residía en Francia), Josep Tarradellas, el restablecimiento de la autonomía en Cataluña, de forma provisional, hasta que la Constitución decidiera su forma definitiva. Introducir este elemento republicano y autonomista en la nueva monarquía constituía todo un desafío, pero con ello se desactivaba la reivindicación autonómica, remitiendo su configuración definitiva a lo que dispusiera la futura Constitución, y se arrebataba la iniciativa a la oposición política, que había ganado ampliamente en Cataluña. Efectivamente, la autonomía en Cataluña se restableció de forma provisional por Decreto-ley de 29 de septiembre de 1977.

			Una operación semejante se intentó con el presidente del gobierno vasco en el exilio, pero las conversaciones con Leizaola no prosperaron y el gobierno optó entonces por ofrecer a los diputados y senadores del País Vasco, constituidos en Asamblea de Parlamentarios, que eligieran un presidente. La autonomía provisional vasca se estableció por Decreto-ley de 4 de enero de 1978, tras superar el debate sobre la incorporación o no de Navarra, que también accedió a la preautonomía, de forma separada, en la misma fecha.

			La fórmula se extendió después a otras regiones, como Galicia, Aragón, País Valenciano y Canarias. El gobierno dialogaba con las Asambleas de Parlamentarios, que se iban formando en todas las regiones (diputados y senadores elegidos a nivel provincial), instauraba la preautonomía por decreto-ley y nombraba presidente al elegido por la Asamblea. Posteriormente se constituía una Comisión Mixta paritaria entre el gobierno central y el preautonómico para iniciar los traspasos de servicios a la nueva entidad. La formación de las Asambleas de Parlamentarios no solo expresaba la voluntad de iniciar la vía de la autonomía, sino que además delimitaba el ámbito territorial de la preautonomía, porque los diputados y senadores que acudían a la Asamblea definían las provincias que se integraban en ella y, por tanto, el territorio de la preautonomía.

			En definitiva, el sistema de preautonomías consistía en la formación de una Asamblea de Parlamentarios a nivel regional, compuesta por el conjunto de los diputados y senadores elegidos a Cortes por las provincias que se integraban en la región, y en un presidente, elegido por la Asamblea, que a su vez formaba gobierno, nombrando a los consejeros. La Asamblea no podía legislar, de modo que su actividad se reducía a algunos grandes debates, y el gobierno funcionaba con escasos poderes, porque los traspasos eran incipientes, pero estas instituciones provisionales eran el símbolo de que en un futuro inmediato, tras la aprobación de la Constitución, existiría una autonomía regional.
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			Mapa 2. Las preautonomías.

			Sucesivos decretos-ley, de contenido muy semejante, llegaron a formar hasta 14 preautonomías; de hecho, la mayoría de las actuales CCAA, con la excepción de Cantabria, La Rioja y Madrid, cuya organización como entidades uniprovinciales o incorporación a otra CA se estaba discutiendo.

			En aquellos momentos, todas las fuerzas políticas coincidían en considerar a las preautonomías una etapa de mera transición, que perdería todo su sentido al aprobarse la Constitución, y así fue jurídicamente. Sin embargo, una valoración actual de sus efectos nos revela que la formación de las preautonomías tuvo importantes consecuencias sobre la configuración definitiva del Estado autonómico, aunque formalmente apenas existió conexión entre las preautonomías y la elaboración de la Constitución.

			Su primera consecuencia fue, sin duda, la clarificación del «mapa» de las futuras CCAA. En todo Estado unitario que se descentraliza, las decisiones sobre el territorio respectivo de los estados o regiones suelen resultar conflictivas, pero en España la organización de las provincias en CCAA se realizó de forma consensuada entre el gobierno y los parlamentarios representantes de la preautonomía. Ya hemos indicado que el mapa queda prácticamente cerrado con la creación de 14 preautonomías.

			A la vista de este resultado, los Constituyentes no tuvieron necesidad de mencionar expresamente en el texto constitucional las distintas CCAA; por el contrario, optaron por rehuir la concreción del mapa territorial para evitar que los ciudadanos de provincias incluidas en una Comunidad que no lo deseaban votaran en el referéndum contra la propia Constitución.

			La segunda consecuencia deriva de la anterior y tiene gran importancia. La práctica generalización de las preautonomías implicó, de hecho, que el sistema autonómico se extendiera a todo el territorio y no quedara reducido a algunas regiones, como había ocurrido en la II República. Realmente la Constitución no decide explícitamente la generalización de la autonomía, pero resultaba casi impensable que alguna de las 14 preautonomías hubiera aceptado la renuncia a su autogobierno tras la aprobación de la Constitución. La generalización de la autonomía se produjo, por tanto, por voluntad de los diputados y senadores de las diferentes provincias, antes de que se aprobara la Constitución.

			El tercer gran efecto de las preautonomías fue su contribución a un proceso pacífico de descentralización política, tanto en los territorios con mayor voluntad de autogobierno, porque constituía garantía evidente de una solución constitucional, como en los demás, porque ayudaba a difundir una idea que les resultaba menos apremiante. Además contribuyó a resolver algunos problemas concretos que dificultaban la formación de las CCAA. Así, encauzó el debate sobre la pertenencia o no de Navarra al País Vasco, permitiendo de momento la condición diferenciada de Navarra, sin negar la posibilidad de una incorporación futura al País Vasco; configuró a las Islas Baleares y Canarias como CCAA únicas al mismo tiempo que creaba un órgano de gobierno para cada isla; e incluso sacó a la luz algunos problemas enconados, facilitando su posterior resolución, como las diferencias sobre denominación y bandera de la Comunidad Valenciana o la capitalidad de Galicia.

			Las autonomías provisionales marcaron igualmente el sistema institucional que se acabaría imponiendo, basado en un parlamento, un presidente elegido por la Cámara y un gobierno, dependiente del presidente. También prefiguraron el sistema de traspasos del Estado a las CCAA, mediante comisiones mixtas integradas por representantes de la administración central y de la preautonómica, que se generalizó tras la aprobación de los correspondientes Estatutos.

			La regulación constitucional de la autonomía

			Dificultades y consecuencias del consenso constituyente

			Hay que recordar que toda la Constitución se elaboró por consenso, es decir, buscando soluciones que pudieran aceptar todos los partidos representados en las Cortes constituyentes y evitando que se impusiera la opción de un partido, o incluso de una coalición, por la fuerza de las mayorías parlamentarias. El consenso se fundamentaba en el ideal de aprobar una Constitución que diera cabida a todas las opciones políticas y fuera asumida por todos los partidos, superando el lastre histórico de «las dos Españas». No hay que olvidar, aunque hoy parezca lejano, que muy pocos años antes una parte de los diputados constituyentes estaba en los gobiernos de Franco, mientras que otra parte se hallaba en el exilio o la clandestinidad. Efectivamente, el consenso resultó decisivo para encauzar los problemas políticos principales de nuestra historia, como la alternativa monarquía-república, las relaciones entre la Iglesia y el Estado o el sistema electoral y las libertades.

			El punto más difícil de acuerdo, que estuvo a punto de frustrar el consenso constitucional, fue, justamente, la organización territorial del Estado, la autonomía. La dificultad provenía de una doble causa: por una parte, la gran diferencia en la voluntad de autogobierno existente en las distintas partes de España, y, por otra, las divergencias radicales entre los partidos políticos sobre el modelo de autonomía que convenía implantar. 

			La importancia que los ciudadanos conceden a la autonomía en la actualidad sin duda difiere entre CCAA, pero en 1977 la diferencia en la voluntad de autogobierno entre las regiones era mucho más profunda: mientras que en el País Vasco y Cataluña resultaba fundamental para la mayoría, en Galicia o Canarias ocupaba un lugar inferior en las preocupaciones públicas y en Castilla o Extremadura apenas era sentida por los núcleos más politizados de la población. A su vez, las soluciones posibles para Cataluña y el País Vasco diferían en puntos sustanciales, porque eran muy diversos los problemas, las tradiciones y las fuerzas políticas respectivas, pero aún era más complicado encontrar una alternativa común válida para las demás regiones, que también expresaban su voluntad de autogobierno.

			Las posiciones de los partidos en las Cortes constituyentes presentaban también divergencias sustanciales. Los partidos habían llegado a las elecciones de 1977 con ideas muy genéricas, y a veces muy radicales, sobre el futuro tipo de Estado. Mientras que los partidos de izquierda y los nacionalistas sostenían fórmulas muy rígidas y dogmáticas, heredadas del exilio y de la clandestinidad, como el restablecimiento de la autonomía republicana y la defensa del principio de autodeterminación, las fuerzas políticas del centro y la derecha, provenientes del franquismo, pensaban, como máximo, en fórmulas regionalistas de tipo italiano.

			Como es sabido, la Constitución tuvo una larga elaboración, que pasó por distintas instancias del Congreso y del Senado, antes del referéndum, pero el órgano decisivo para fijar su estructura y sus líneas generales fue la Ponencia constitucional, integrada por siete miembros que representaban a los principales grupos parlamentarios. Aunque los miembros de la Ponencia constitucional abandonaron pronto las posiciones maximalistas y realizaron un gran esfuerzo de aproximación, las opiniones en las Cortes constituyentes eran difíciles de consensuar, por la distancia enorme que separaba las ideas de los respectivos partidos1.
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			Gráfico 1. Composición del Congreso de los Diputados constituyente y miembros de la Ponencia constitucional.

			Este doble eje de divergencias, territoriales y partidistas, producía realmente una multiplicidad de orientaciones, haciendo que el consenso solo se llegara a obtener mediante soluciones muy pragmáticas, tras el rechazo de los diferentes «modelos», y dejando muchas decisiones importantes para el futuro. Las alternativas que llegaron a barajarse en el seno de la Ponencia constitucional fueron incluso muy diversas. El primer borrador de Constitución, filtrado por la prensa, diseñaba un sistema general de autonomías de corte claramente federal, pero su publicación generó tal alud de críticas en los sectores más centralistas (no debe olvidarse que, salvo las Cortes, todas las demás instituciones eran todavía las heredadas del franquismo) que modificó decisivamente la posición de los ponentes, especialmente de los representantes de la UCD que gobernaba.

			El proyecto último de la Ponencia constitucional introdujo mayor flexibilidad en el sistema autonómico, optando por resolver inmediatamente los problemas más urgentes (Cataluña y País Vasco, a los que se añadió a Galicia, por el precedente republicano) y dejar el resto en un grado muy superior de indefinición. 

			El principio más general del nuevo Estado autonómico se encuentra en el artículo 2 de la Constitución, que reconoce la unidad de España y la autonomía de las nacionalidades y regiones que la integran. El término «nacionalidades» y su distinción respecto a las «regiones», que indicaban las distancias de voluntad política entre las diferentes CCAA y fuerzas políticas, generaron de nuevo una fuerte polémica, que explica la afirmación enfática de la unidad de la nación española que la acompaña. La complicada redacción del artículo 2 de la Constitución es un buen reflejo de las dificultades del consenso en esta materia.

			El acuerdo para la futura organización autonómica, contenida en el Título VIII de la Constitución, no pudo alcanzarse siguiendo alguno de los modelos del derecho comparado sino fijando solo algunos elementos generales y remitiendo su concreción a otras normas futuras, principalmente a los Estatutos de Autonomía y a algunas leyes generales del Estado, como la Ley Orgánica para la Financiación de las CCAA. La Constitución contiene, por tanto, principios, límites y procedimientos para adoptar decisiones, pero la mayoría de ellas se remiten al futuro. La vía que se siguiera en cada caso para acceder a la autonomía y el propio Estatuto de Autonomía de la Comunidad fijarían las instituciones y los poderes de la CA e, indirectamente, los que restaran al propio Estado.

			En conclusión, el consenso, alcanzado a partir de la diversidad de situaciones políticas existentes en las nacionalidades y regiones y de las divergencias de los partidos políticos sobre el modelo de Estado, tuvo como principal consecuencia una gran «apertura» del texto constitucional, que remite su definición a un conjunto de leyes y decisiones políticas futuras y, sobre todo, a los Estatutos de Autonomía. El término «apertura de las normas constitucionales» se utiliza en sentido técnico en derecho constitucional para indicar que algunos preceptos de la Constitución no pueden ser aplicados directamente, sin un previo desarrollo legislativo. El profesor alemán K. Hesse se refiere en concreto a la Constitución «abierta al tiempo» como una posibilidad consciente de no concretar una materia que se prevé modificable por grandes cambios históricos, y la regulación de la autonomía es ciertamente un ejemplo máximo de normas constitucionales abiertas al futuro.

			El doble nivel del sistema competencial inicial

			La Constitución, en el artículo 2, reconoce como sujetos de la autonomía a las «nacionalidades y regiones» que integran España, pero no concreta cuáles son, ni vuelve a referirse a estos términos de nacionalidades y regiones en todo el texto, sino que lo hace siempre a su resultado institucional, las CCAA. La Constitución tampoco fija exactamente las CCAA que existirán ni su nivel competencial, sino que establece varias fórmulas para que los distintos territorios existentes (provincias e islas) decidan qué Comunidad Autónoma quieren formar. 

			Estas decisiones se articularon a partir de tres elementos que iban unidos: la vía para acceder a la autonomía, el procedimiento para la aprobación del Estatuto y el nivel competencial que correspondería a la CA, al menos en un primer período. Combinando estos criterios, se deducía que inicialmente existirían dos grupos de CCAA, con un nivel distinto de competencias, el más alto para las Comunidades con mayor tradición en la reivindicación autonómica y para aquellas que mostraran una mayor voluntad de acceder a la autonomía y el más bajo para las demás. Por tanto, esencialmente la Constitución configuró dos niveles iniciales de autogobierno, pero no lo hizo de forma cerrada o, al menos, no totalmente determinada, sino estableciendo unas vías con diferentes requisitos que, presumiblemente, seguirían las diferentes nacionalidades y regiones para situarse en el primer grupo o en el segundo, además de algunos supuestos especiales. Podemos denominar a estas dos vías reforzada y ordinaria.

			La vía reforzada era la prevista como más urgente e importante para establecer rápidamente el mayor grado de autonomía en los territorios que la reclamaban con mayor fuerza. La vía ordinaria podría ser seguida por todas las demás, siendo sus condiciones más fáciles de cumplir, pero también suponía un nivel competencial inferior. Como todas las vías de acceso a la autonomía se ejercitaron efectivamente entre 1979 y 1983, su estudio presenta hoy un interés principalmente histórico y carece de la carga polémica que suscitó en su momento; sin embargo, un breve resumen puede ser útil para saber cómo se realizó la transición del Estado unitario al autonómico e incluso para explicar algunos factores que siguen presentes en la actualidad, especialmente en la polémica sobre tipos diferentes de CCAA.

			La vía reforzada de acceso a la autonomía estaba destinada a permitir el acceso más rápido y más completo a la autonomía a las nacionalidades y regiones que mostraran una mayor voluntad de autogobierno, y el criterio que se utilizaba para individualizarlas era doble. Por una parte, el precedente histórico: tendrían el nivel superior de competencias las Comunidades que hubieran realizado el referéndum de aprobación de su Estatuto durante la II República, situación que correspondía a Cataluña, el País Vasco y Galicia. Tal determinación se realiza en la Disposición Transitoria Segunda de la Constitución. Por otra parte, se permitía acceder al mismo nivel superior a cualquier otra nacionalidad o región que fuera capaz de mostrar una fuerte voluntad de autogobierno, lo que se concretaba exigiendo un número muy alto de municipios que reclamasen la autonomía (tres cuartas partes de los municipios de cada una de las provincias que quisieran integrarse) y la ratificación de la decisión en un referéndum que precisaba el voto afirmativo de la mayoría absoluta del censo de cada provincia. Solo Andalucía siguió este camino.

			En ambos supuestos, la vía reforzada significaba que las preautonomías de Cataluña, País Vasco y Galicia, así como las que cumplieran los requisitos exigidos (en su momento, Andalucía), deberían aprobar su Estatuto siguiendo un procedimiento muy complejo y consensuado, que se configuraba como un pacto entre los representantes del Estado y los de la futura CA.

			La vía ordinaria de acceso a la autonomía era el supuesto considerado general y consistía en que las diputaciones provinciales, o los órganos interinsulares en Canarias y Baleares, solicitaran la autonomía, exigiéndose unas mayorías inferiores (dos terceras partes de los municipios cuya población representara la mayoría del censo electoral de la provincia o isla). La aprobación de los Estatutos, en este caso, tiene una exigencia menor de consenso, porque se tramita como una ley orgánica en las Cortes, aunque también aparecen elementos de pacto, porque el proyecto de Estatuto debía ser elaborado por una Asamblea de Parlamentarios que reunía a los diputados y senadores elegidos por las provincias, más los miembros de las diputaciones provinciales. 

			En las Cortes constituyentes se pensaba que esta sería la vía general de formación de las CCAA, con la excepción de Cataluña, País Vasco y Galicia. Enseguida veremos que el proceso fue más complicado.

			La aprobación de los primeros Estatutos de Autonomía

			La Constitución se aprobó en diciembre de 1978 y los años siguientes estuvieron marcados por la difícil tarea de eliminar los restos del franquismo y construir un Estado democrático en medio de las amenazas continuas del golpismo militar y de los atentados terroristas, que se alimentaban mutuamente. Desde un punto de vista político general, la primera fase del desarrollo constitucional comenzó con las elecciones generales de 1979, ganadas por la UCD de Adolfo Suárez, que siguió de presidente con una mayoría parlamentaria cada vez más débil y fragmentada, y terminó con la abrumadora victoria socialista en las elecciones de 1982. No obstante, desde la perspectiva autonómica resulta un hito en su primera construcción 1983, porque en ese año se aprueban los últimos Estatutos de Autonomía, se realizan las primeras elecciones autonómicas en la mayoría de las CCAA y se dicta la sentencia del TC sobre la Ley Orgánica de Armonización del Proceso Autonómico (LOAPA), que consolida el carácter constitucional de la autonomía. Sin duda, la tarea principal de aquellos primeros años fue, desde todos los puntos de vista, la consolidación de la democracia, pero ello incluía también la transformación del Estado centralista en autonómico.

			La reforma territorial del Estado constituyó una de las tareas más intensas y difíciles. Algunas leyes aprobadas en este primer momento fueron decisivas para la puesta en marcha efectiva e inmediata del sistema autonómico, como la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (1979), para resolver los conflictos de competencias; la Ley Orgánica sobre regulación de las distintas modalidades de Referéndum (1980), para realizar los referéndums autonómicos; y la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas (1980), para asegurar los recursos económicos de las primeras CCAA.

			Además, se inició enseguida la elaboración de los Estatutos de Autonomía, que las Cortes Generales debían ir debatiendo y aprobando en el orden en que fueran presentados. Los dos primeros fueron el vasco y el catalán, con muy pocas horas de diferencia, y en este orden, porque si los representantes catalanes se fiaron del puente aéreo, los vascos alquilaron una avioneta particular para trasladarse a Madrid, y llegaron primero. La elaboración y aprobación de los Estatutos vasco y catalán fueron bastante rápida (ambos dentro de 1979) y, paradójicamente, poco conflictivas, gracias a la persistencia del consenso constituyente. El borrador del Estatuto catalán (conocido como el proyecto de Sau), preparado mientras aún se estaba discutiendo la Constitución y ampliamente difundido, sirvió de referencia para la mayoría de los demás proyectos de Estatuto, aunque el vasco presentó líneas muy diferenciadas (financiación, Territorios Históricos, composición del parlamento, etc.).

			Tras la aprobación de los dos primeros Estatutos, se celebraron en ambas Comunidades las primeras elecciones autonómicas (marzo de 1980), que dieron mayoría a CiU y al PNV, se formaron los parlamentos y estos eligieron al presidente de la respectiva CA (Jordi Pujol y Carlos Garaikoetxea). El inicio de la legislación autonómica por los parlamentos y la construcción de las administraciones, por los dos gobiernos, con la recepción de los traspasos de servicios del Estado, como tareas inmediatas, demostraban la viabilidad inicial del sistema, justamente en las dos CCAA que parecían más exigentes de autogobierno.

			Pero el proceso de elaboración de los Estatutos se interrumpió después por los conflictos políticos que surgieron en torno a las autonomías de Galicia y Andalucía. El origen de ambos consistió en que el gobierno de UCD, una vez aprobados los Estatutos vasco y catalán, que consideraba necesarios y urgentes para apaciguar las reivindicaciones más fuertes, estaba en contra de que las demás CCAA tuvieran el mismo nivel de competencias y, en cambio, las fuerzas políticas de ambos territorios (incluyendo a buena parte de UCD) querían alcanzar la misma autonomía que las primeras.

			En Galicia la mayoría parlamentaria era de UCD, igual que el gobierno central, pero el gobierno de Adolfo Suárez quiso condicionar las competencias de Galicia a la aprobación de las leyes correspondientes por las Cortes, lo que significaba que las competencias no derivarían directamente del Estatuto, sino de la ley estatal, y solo podrían ejercerse una vez que se aprobara esta. Tras más de un año de polémicas, el gobierno central abandonó su propósito de manera que se alcanzó la esencial igualdad de naturaleza jurídica de los Estatutos de Autonomía, que son la norma decisiva para la fijación de las competencias. El Estatuto de Galicia se aprobó en 1981 y a continuación se celebraron las primeras elecciones (octubre de 1981), ganadas por Alianza Popular (antecedente del Partido Popular), que designó presidente a Gerardo Fernández Albor.

			El conflicto andaluz fue aún más enconado y se produjo por la misma idea del gobierno central de conducir la aprobación de los demás Estatutos por la vía ordinaria, con un nivel inferior de competencias. Los ayuntamientos de Andalucía (también de Canarias y de la Comunidad Valenciana) se estaban pronunciando masivamente a favor de la vía reforzada y del máximo nivel competencial, tal como permitía la Constitución. El gobierno central, cuando no tuvo más remedio que convocar el referéndum para decidir la vía de acceso a la autonomía, llevó su oposición hasta recomendar a los andaluces la abstención en el referéndum, y una parte de la UCD de Andalucía —con el ministro Clavero Arévalo a la cabeza— se separó del partido y defendió el sí, como todos los demás partidos andaluces, y principalmente el PSOE, que destacó en la defensa del nivel superior de autonomía. El resultado del referéndum andaluz del 28 de febrero de 1980 fue claramente favorable a la vía reforzada, y a pesar de los problemas surgidos en Almería por la falta de algunos votos, esta fue la opción que se siguió. La aprobación del Estatuto andaluz significó la extensión del máximo nivel competencial a una Comunidad diferente de las incluidas en la Disposición Transitoria Segunda de la Constitución (País Vasco, Cataluña y Galicia) y, por tanto, la imposibilidad de una distinción cualitativa entre las CCAA llamadas «históricas» y las demás. Las elecciones de Andalucía se celebraron en mayo de 1982, con victoria para el PSOE, que nombró presidente a Rafael Escuredo.

			Los acuerdos autonómicos de 1981 y la finalización del mapa de las Comunidades Autónomas

			Las dificultades que habían surgido en los procesos andaluz y gallego, y las dudas sobre la vía a seguir por el resto de las CCAA, así como algunos elementos generales de crisis puestos de relieve por el intento de golpe de Estado de febrero de 1981, condujeron a los dos partidos mayoritarios en las Cortes, UCD y PSOE, a la búsqueda de un acuerdo global para el desarrollo de la autonomía, que se inició con la formación de una Comisión de expertos, presidida por el profesor García de Enterría, a la que se encomendó la elaboración de un informe que analizara la situación. Este informe, realizado en pocas semanas, fue la base para los acuerdos autonómicos entre el gobierno de UCD y el PSOE y para el proyecto de LOAPA, que el gobierno presentó a las Cortes. Los acuerdos autonómicos de 1981 fueron firmados por el presidente del gobierno (Calvo Sotelo) y el secretario general del PSOE (Felipe González) el 31 de julio. En lo fundamental, cerraban el mapa autonómico fijando las Comunidades que se aceptarían y el procedimiento para la aprobación de sus Estatutos, consolidaban la idea de extender la Asamblea Legislativa y el gobierno como ejes del sistema institucional a todas las CCAA y mantenían en cambio dos niveles de competencias diferentes.

			El contenido de los acuerdos corrió una suerte dispar. La ley orgánica que pretendía organizar el proceso autonómico fue en gran parte anulada por el TC, como enseguida veremos. Pero en cambio se consiguió plenamente la aprobación consensuada de todos los Estatutos de Autonomía pendientes, resolviendo los problemas con ciertas particularidades inicialmente no previstas por la Constitución.
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			Mapa 3.  El doble nivel competencial inicial, vigente hasta 1992.

			Como Canarias y la Comunidad Valenciana habían iniciado antes de los acuerdos la vía reforzada para la autonomía, y en cambio se pretendía que todos los Estatutos pendientes se aprobaran por la vía ordinaria, se decidió que los Estatutos canario y valenciano seguirían la última, pero a cambio de otorgar a las dos CCAA el máximo nivel de competencias a través de sendas Leyes Orgánicas de Transferencias, aprobadas simultáneamente con cada Estatuto. Aún se utilizó otra vía, no prevista expresamente, para aprobar el Estatuto de Navarra, denominado Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra (LORAFNA). Basándose en la Disposición Adicional Primera de la Constitución (derechos históricos de los Territorios Forales), el gobierno central y el preautonómico de Navarra negociaron el Estatuto, que fue sometido únicamente a una votación de ratificación de las Cortes.

			La aprobación del resto de los Estatutos de Autonomía se hizo siguiendo en lo fundamental los acuerdos, lo que significaba que todas las CCAA tendrían las mismas instituciones (Asamblea Legislativa, presidente y gobierno) pero distintos niveles competenciales. Cuando Calvo Sotelo disolvió la Cortes, el 28 de agosto de 1982, y convocó elecciones generales, solo faltaban por aprobar los Estatutos de Baleares, Castilla y León, Extremadura y Madrid, pero todos se encontraban consensuados y efectivamente se aprobaron sin problemas en los meses siguientes. 

			La aprobación de los 17 Estatutos de Autonomía culminó la formación del mapa de las CCAA, resolviendo los problemas que se habían planteado sobre la configuración como Comunidad Autónoma, o su inclusión en otra, de las provincias de León, Cantabria, La Rioja y Madrid. Pero además dio un paso importante en la determinación del tipo de Estado, porque todo el territorio quedaba organizado en CCAA, con las mismas instituciones pero con dos niveles competenciales distintos: siete CCAA habían alcanzado el máximo competencial (País Vasco, Cataluña, Galicia, Andalucía, Navarra, Comunidad Valenciana y Canarias) y las otras diez CCAA tendrían de momento un nivel inferior.

			El 8 de mayo de 1983 se celebraron elecciones en las trece CCAA que aún no las habían realizado. Inmediatamente después se constituyeron los parlamentos, estos eligieron a los respectivos presidentes de CA, se formaron los gobiernos y se inició la obra legislativa y la construcción de la administración en cada Comunidad.

			El establecimiento del sistema autonómico (1983-1992)

			Las primeras doctrinas del Tribunal Constitucional sobre la autonomía y la sentencia sobre la LOAPA

			En todos los estados se producen conflictos entre las instituciones, pero aún son más frecuentes en los estados federales y regionales, por la diferente orientación política que pueden tener los parlamentos y gobiernos de los distintos niveles. Como después veremos, históricamente se han seguido diferentes métodos para resolver estos conflictos, pero en las últimas décadas ha prevalecido encomendar su solución al TC (Austria, Alemania, etc.). Esta fue también la solución de la II República en España y la misma ha sido acogida por la actual Constitución.

			Cuando el Estado o una CA estiman que la otra parte ha invadido sus competencias, acude al TC para que dicte una sentencia resolviendo el conflicto. Lo importante es que, al mismo tiempo que soluciona los conflictos, el Tribunal vaya estableciendo la interpretación correcta de la Constitución y de los Estatutos de Autonomía, para que se reduzcan los conflictos. Desde febrero de 1981, en que dictó sus primeras sentencias, el TC contribuyó de forma importante a la configuración del Estado autonómico, mostrando que la complejidad técnica del Título VIII de la Constitución podía resolverse. Tanto el gobierno central como los gobiernos catalán y vasco presentaron en estos años numerosos conflictos de competencias y forzaron la actividad interpretativa del TC, que en esos tres años dictó 54 sentencias sobre conflictos autonómicos.

			El concepto de autonomía que utilizó el Tribunal en los primeros años afirmaba su carácter político y no meramente administrativo, pero resultaba demasiado difuso. Sin embargo, desde el principio, elaboró líneas de interpretación de la autonomía mucho más profundas en aspectos concretos. Por ejemplo, la STC 37/1981 es notable porque afirma de manera decidida que la potestad legislativa de las CCAA puede dar lugar a tratamientos diferentes de los ciudadanos y que la igualdad se limita a los derechos fundamentales y a las condiciones básicas para el ejercicio de los derechos constitucionales, de manera que las demás materias pueden ser reguladas de forma diversa por las CCAA. 

			La mayoría de las sentencias se centraron en la definición concreta de las competencias que producían el conflicto, pero algunas configuraban conceptos de alcance más general, como la posición de primacía de los Estatutos de Autonomía respecto a las demás leyes o el carácter indisponible de las competencias, que solo pueden ser modificadas reformando la Constitución o los Estatutos. Gran parte de este acervo doctrinal aparece, plenamente desarrollado, en la sentencia más importante, la STC 76/1983, recaída sobre el proyecto de LOAPA, que introducía una serie de prevenciones y controles para todas las CCAA y fue declarada inconstitucional en su mayor parte.

			El TC subrayó, en esta decisiva sentencia, el carácter constitucional de la autonomía política, que no podía ser limitada por ninguna ley estatal. Gran parte del proyecto de LOAPA se anuló por el doble carácter orgánico y armonizador de la ley (encabalgamiento no previsto en la Constitución) y por operar como simple interpretación de la Constitución, pero además la sentencia en su conjunto ofrece un concepto de Estado autonómico como Estado compuesto de notable solidez, destacando especialmente que ninguna ley del Estado puede interponerse entre la Constitución y los Estatutos de Autonomía. Estos adquieren prácticamente carácter constitucional, derivado de la Constitución y solo sometidos a esta.

			El resultado del proceso de reforma de la estructura estatal a mediados de 1983 era notable: aprobación de todos los Estatutos, rápida organización de todas las CCAA, con las primeras elecciones que permitieron formar los parlamentos y los gobiernos propios de cada CA, concepto de autonomía política para todas las CCAA y diferencia de competencias entre siete CCAA y las otras diez CCAA. Las frecuentes sentencias del TC resolvían enfrentamientos y facilitaban la aplicación de la Constitución, de modo que el sistema podía funcionar. Quedaban aún, sin embargo, muchos elementos importantes por definir.

			El desarrollo autonómico durante el resto de los años ochenta

			El marco político de los años siguientes vino determinado por la mayoría absoluta que mantuvieron en las Cortes Generales los sucesivos gobiernos socialistas presididos por Felipe González, desde las elecciones generales de 1982 hasta las de 1993. La crisis de la UCD otorgó al gobierno socialista una preponderancia que no lograron frenar ni el CDS, fundado por Suárez, ni Alianza Popular, dirigida por Fraga Iribarne (después Coalición Popular y Partido Popular, con diferentes líderes). Durante estos años el gobierno central gozó de gran estabilidad y bajo la dirección de Felipe González determinó las orientaciones fundamentales no solo de las Cortes sino de la mayoría de las CCAA, en las que también gobernaba. La mayoría abrumadora de 1982 fue renovada por el PSOE en las elecciones de 1986 y 1989. En 1993, el PSOE aún resultó el partido más votado, pero necesitó el apoyo de CiU para asegurar la mayoría absoluta en las Cortes; sin duda, comenzaba una nueva época.

			Hasta este momento, el gobierno, respaldado por una amplia mayoría parlamentaria y un partido sin fisuras, realizó reformas importantes en la economía (reindustrialización, infraestructuras...), en la administración civil (incompatibilidades) y militar (régimen disciplinario, modernización) y en los servicios públicos (sanidad universal, enseñanza básica gratuita, etc.). Al mismo tiempo renovó gran parte del ordenamiento jurídico, tanto en materia de derechos fundamentales como de instituciones, y en 1986 alcanzó el ingreso de España en la entonces denominada Comunidad Económica Europea. En la misma línea de reformas generales, se aprobaron numerosas leyes sectoriales del Estado que resultaban necesarias para el funcionamiento normal de las CCAA, especialmente para las CCAA de nivel competencial superior. Entre las más importantes se encuentran la Ley de Tercer Canal de Televisión, que permitió la creación de las televisiones autonómicas; la Ley de Reforma Universitaria; la Ley Orgánica del Derecho a la Educación; la Ley General de Sanidad; la Ley del Régimen Electoral General; la Ley de Bases del Régimen Local, etc. Otras leyes de estos años adaptaron algunas instituciones estatales a las nuevas instituciones autonómicas, como sucedió con el Defensor del Pueblo, el Tribunal de Cuentas o el Consejo de Estado, que tienen figuras equivalentes en diversas CCAA.

			El ingreso de España en la Comunidad Económica Europea, con efectos a partir del 1 de enero de 1986, produjo cambios generales en todas las instituciones, pero además tuvo una especial repercusión para las CCAA porque introdujo un nuevo ordenamiento que se superpuso al fijado por la Constitución y los Estatutos de Autonomía. Por una parte, significaba una pérdida de competencias autonómicas que se transferían a la Comunidad Europea. Por otra, aparecían nuevos problemas, al corresponder a las CCAA la aplicación de las políticas comunitarias, cuando recaen en sus ámbitos competenciales, a pesar de que el interlocutor con la Comunidad es el Estado; además, el gobierno central forma parte de los órganos comunitarios, codecidiendo sobre materias que eran competencias autonómicas, y ello obliga a buscar soluciones para permitir la participación de las CCAA en estas decisiones comunitarias.

			Pero quizás el rasgo más característico del período fue la configuración institucional de las CCAA. Tras las primeras elecciones, se formaron gobiernos del PP en Galicia, Baleares y Cantabria, gobiernos nacionalistas en Cataluña y el País Vasco y gobiernos socialistas en el resto de las CCAA. Pese a estas diferencias ideológicas, todas ellas centraron su actividad en la elaboración de las leyes institucionales (del gobierno, de la administración, de instituciones de segundo nivel, etc.), en la recepción de los traspasos de servicios del Estado y, en general, en la construcción de su propia administración.

			La construcción de las CCAA no se interrumpió por los cambios de gobierno, porque se llevaron a cabo con toda normalidad. Las posteriores elecciones autonómicas de 1987 reflejaron un avance relativo del PP, que ganó en Castilla y León y también accedió al gobierno en La Rioja y Canarias, en coalición con otras fuerzas, mientras que los socialistas conservaban la mayoría absoluta en cuatro CCAA (Andalucía, Castilla-La Mancha, Extremadura y Murcia) y continuaban gobernando la mayoría de CCAA, bien como gobierno en minoría, bien en coalición con otros partidos. Este supuesto es particularmente relevante en el País Vasco, donde la ruptura del PNV y el nacimiento de EA propiciaron, tras las elecciones de 1986, la fórmula de coalición PNV-PSOE como la más duradera, a veces aliados también con otras fuerzas. Por otra parte, se produjeron cambios de gobierno por la presentación de varias mociones de censura que tuvieron éxito, por ejemplo en Galicia, La Rioja y Cantabria.

			En este período llama la atención la elevada conflictividad competencial que enfrentó al Estado y a las CCAA ante el TC, lo que indica el descontento o el desacuerdo, tanto de aquel como de estas, en el desarrollo de las competencias. Aunque el TC dictó numerosas sentencias, parecía a punto de colapsarse por el creciente número de conflictos, provenientes en su mayoría de Cataluña y del País Vasco. En los cuatro años que van de 1984 a 1987 se presentaron 429 conflictos y el Tribunal dictó 100 sentencias, de forma que se acumularon 329 procesos, además de los que ya estaban pendientes de años anteriores.

			Los pactos autonómicos de 1992 y la igualación competencial

			La polémica sobre la igualdad competencial

			En torno a 1987-1989, tras cumplirse los cinco años de la aprobación de sus Estatutos, algunas CCAA con nivel inferior de competencias (Aragón, Castilla y León, Baleares, Asturias...) comenzaron a exigir la ampliación de estas, basándose en el artículo 148.2 de la Constitución, que permitía la ampliación competencial tras cinco años de autonomía, e incluso presentaron proyectos de reforma de sus Estatutos en el Congreso de los Diputados. Se abrió entonces una larga polémica sobre la conveniencia, el alcance y la vía más adecuada para dicha ampliación.

			A primera vista, era difícil negarse a la ampliación competencial, porque el texto de la Constitución era inequívoco, pero en contra se esgrimían razones de signo opuesto. Desde posiciones centralistas se argumentaba la incapacidad de algunas CCAA para gestionar las nuevas competencias y el desangramiento que supondría una nueva pérdida de poderes del gobierno central. Desde los partidos nacionalistas, la oposición a la igualación competencial no era menor, ridiculizando la igualación competencial con expresiones como el «café para todos». El problema de fondo podría resumirse así: el doble nivel competencial ¿era consustancial al Estado autonómico o había sido solo una fase transitoria, «de rodaje», para las CCAA que tenían menos tradición o voluntad de autogobierno al aprobarse la Constitución?

			A su vez, la polémica incluía otro dilema importante: ¿cómo debía configurarse la administración central, «el Estado»? Habiendo perdido ya la mayor parte de la gestión en siete CCAA, las de nivel competencial superior, ¿debía resistirse a nuevos traspasos y conservar la integridad de sus facultades al menos en una parte del territorio o debía generalizarse la descentralización, reconvirtiéndose en una instancia de planificación y coordinación? Un buen ejemplo del dilema lo ofrecía la educación: en siete CCAA estaba transferida y por tanto toda la legislación de desarrollo y toda la gestión (escuelas, maestros, transporte escolar, etc.) dependían de las CCAA, pero en las otras diez (el llamado «territorio MEC», por Ministerio de Educación y Ciencia) toda la gestión correspondía a la administración central. ¿Había que mantener esta dualidad, con todos los problemas que generaba la doble dependencia del servicio educativo, o había que traspasar la educación a todas las CCAA (miles de maestros y muchos millones del presupuesto) y reconvertir la administración central, desprovista de facultades de gestión, en un centro planificador y coordinador?

			En el fondo, el problema que agarrotaba la decisión eran las dudas sobre el modelo de Estado a largo plazo, que seguía sin existir. Una ampliación importante de competencias para las CCAA del 143 CE exigía tener ideas claras sobre el futuro del sistema autonómico, y estas no existían. Por otra parte, aparecían problemas de funcionamiento del conjunto del sistema, como las dificultades iniciales que provocó la entrada en la Comunidad Europea, la grave conflictividad competencial o el retraso de traspasos pendientes a las CCAA del 151 CE, especialmente al País Vasco. También surgían posibles reformas, como la posibilidad de convertir el Senado en Cámara de las Comunidades, la institucionalización de las Conferencias Sectoriales y la reforma de la financiación para introducir el principio de corresponsabilidad fiscal.

			El marco político en que se abordaban estos problemas comenzaba a cambiar y no era, en todo caso, el dominio anterior, casi absoluto, del PSOE. Las elecciones a las Cortes de 1989 mantuvieron la mayoría absoluta socialista pero con un margen muy escaso y con síntomas de crisis en el partido, en el grupo parlamentario y en el gobierno, que tuvieron su reflejo en el cambio de vicepresidente, con la salida de Alfonso Guerra, que había sido siempre reticente al desarrollo autonómico, al que sustituyó Narcís Serra, y la importante remodelación del gobierno producida en 1991. Las elecciones de este año en trece CCAA significaron un avance del PP, que introdujo el equilibrio entre los dos grandes partidos, con notable estabilidad gubernamental, ya que existían diez gobiernos de mayoría absoluta (5 PSOE, 4 PP y 1 CiU).

			Los pactos autonómicos de 1992 y la ampliación de competencias

			En la polémica que se arrastraba sobre la ampliación de competencias a las CCAA del 143 CE se discutía también la vía a seguir, la reforma de los Estatutos (posición de las CCAA) o la Ley Orgánica de Transferencias del artículo 150.2 CE (posición del gobierno central). Finalmente se decidió superponer ambos procedimientos, de manera que la ampliación se adoptó por los acuerdos autonómicos de 1992 (firmados por el gobierno, el PSOE y el PP), se aprobó inicialmente por la Ley Orgánica de Transferencias 9/1992 y se trasladó posteriormente a los Estatutos de Autonomía, reformados en marzo de 1994. El doble procedimiento significaba un nuevo consenso entre la voluntad de ampliación competencial que habían manifestado las CCAA y el deseo del gobierno de que la reforma fuese igual en todas y no aparecieran nuevos desniveles, lo que podría haber sucedido si cada Comunidad procedía de manera independiente a la reforma.

			La ampliación de competencias significaba prácticamente la igualación con las CCAA del 151 CE, salvo en sanidad y transitoriamente en la enseñanza no universitaria (mientras se acababa de aplicar la reforma educativa emprendida por la LOGSE). Por tanto, con las salvedades citadas, todas las CCAA han pasado a tener un mismo nivel competencial general. Permanecen, por supuesto, las diferencias que corresponden a los hechos diferenciales que son específicos de algunas CCAA y muy importantes para ellas. La ampliación competencial fue seguida de un nuevo proceso masivo de traspasos de medios materiales y personales del Estado a las CCAA, y de los correspondientes recursos financieros.

			Las elecciones de 1993 aún dieron la mayoría al PSOE, pero el mantenimiento de Felipe González como presidente se produjo gracias al apoyo parlamentario de CiU. Este acuerdo del gobierno socialista con los nacionalistas catalanes fue uno de los caballos de batalla de la oposición, que criticaba las ventajas, a su parecer injustas, que proporcionaba a Cataluña, en un ambiente político muy crispado. De la euforia de la Olimpiada y la Exposición Mundial de 1992 se pasó, casi sin transición, a un ambiente político enrarecido y salpicado de escándalos de corrupción, que condujo a la anticipación de las elecciones a marzo de 1996, año y medio antes del fin de la legislatura. Pero antes del cambio de mayoría en las Cortes se produjeron reformas importantes.

			El sistema de financiación de las CCAA fue reformado en 1993 de manera significativa, aunque sin grandes efectos inmediatos, estableciendo la participación de las CCAA en el 15 por ciento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF), tras un fuerte debate que había durado casi dos años. Se trataba de reducir la diferencia existente entre la capacidad de gasto (bastante amplia) y de ingreso (muy reducida) de las CCAA, comenzando a introducir criterios de corresponsabilidad fiscal. Si bien nadie se oponía directamente a este principio, la fórmula concreta fue muy discutida porque, según sus críticos, podía afectar a la solidaridad entre CCAA; en todo caso, la reforma inició la territorialización de un impuesto tan importante como el IRPF, vía que profundizaría en 1996 el gobierno del PP, de acuerdo también con CiU.

			Asimismo, tras muchos años de discusión, se aprobó en enero de 1994 la reforma del Reglamento del Senado para acentuar su carácter autonómico. Esencialmente consistió en la creación en el Senado de una Comisión General de las Comunidades Autónomas, integrada por el doble número de senadores que las demás comisiones y con Mesa y Junta de Portavoces propias, como el pleno de la Cámara. Además, tiene amplias funciones consultivas en todo lo relacionado con las CCAA y a sus reuniones pueden asistir los presidentes de las CCAA y los consejeros de los gobiernos autonómicos. Esta Comisión constituye la instancia central del Estado con mayor representación autonómica, y por tanto con superior legitimidad, para integrar en el Estado las orientaciones y propuestas de las CCAA, pero en la realidad posee escaso poder, porque padece las mismas limitaciones que el Senado.

			Otras reformas de relieve estaban relacionadas con la Unión Europea y el papel que puede corresponder a las CCAA en su seno. En la Conferencia para Asuntos Relacionados con las Comunidades Europeas, creada años antes e integrada por representantes de todas las CCAA y del gobierno central, se alcanzó en 1994 un acuerdo para que las CCAA participasen en la delegación de España cuando la decisión comunitaria afectase a sus competencias. Se lograba así iniciar la participación de las CCAA en la posición de España como miembro de la Unión Europea. Por otra parte, la propia Unión Europea comenzó a contar con la opinión de Länder y regiones de los estados miembros creando el Comité de las Regiones por el Tratado de Maastricht. Los 21 miembros que corresponden a España se reparten entre las CCAA (17) y los entes locales (4), pero quizás lo más significativo fue el protagonismo de los propios presidentes autonómicos en el Comité los primeros años.

			Por otra parte, a partir de 1990-1991, más o menos, empezó a disminuir notablemente la conflictividad entre el Estado y las CCAA. Del casi centenar de conflictos anuales en el período 1984-1988 se pasó a la mitad, más o menos, que aún era una cifra muy alta. Varias razones explicaban la reducción: la doctrina elaborada por el TC, que permite evitar nuevos conflictos; la mayor fluidez del diálogo y la negociación entre el Estado y las CCAA; e incluso la mejora de la técnica legislativa utilizada tanto por el Estado como por las CCAA.

			También en este período la jurisprudencia constitucional incorpora nuevas doctrinas importantes para el sistema autonómico, como la obligación del Estado de trasladar a las CCAA las subvenciones en los ámbitos en que no posee competencia (STC 13/1992), la negación de que la cláusula de supletoriedad sea un título competencial (STC 61/1997) —es decir, la prohibición de que el Estado, sin tener competencia en una materia, pueda aprobar leyes para su aplicación supletoria en las CCAA que no hayan regulado aquella materia— y las varias sentencias que resuelven la transposición y la ejecución del derecho comunitario por las CCAA, que se verán en el capítulo 8. Sobre las lenguas propias de las CCAA, después de los primeros pronunciamientos globalmente favorables a las leyes de normalización lingüística de mediados de los años ochenta, la STC 46/1991 admitió la legitimidad de exigir el conocimiento de la lengua para el acceso a la función pública autonómica y la STC 337/1994, de 23 de diciembre, en medio de cierta polémica, consideró válidas las normas legales que establecen el catalán como lengua vehicular de la enseñanza en Cataluña.

			Las elecciones generales de 1996 y la política del gobierno Aznar

			En 1995 se celebraron elecciones en trece CCAA conjuntamente y en Cataluña meses más tarde. En esta se mantuvo la mayoría de CiU, pero en el resto se produjo un vuelco espectacular: el PP fue el partido más votado en diez CCAA y el PSOE solo conservó la mayoría en Extremadura y Castilla-La Mancha, cuando todavía en 1991 había obtenido la mayoría en nueve CCAA. La rotunda victoria del PP en las elecciones locales que se celebraron el mismo día permite apreciar plenamente la dimensión del cambio. Al año siguiente, en marzo de 1996, se celebraron las elecciones generales que dieron el triunfo al PP. El nuevo presidente, José María Aznar, formó gobierno con el apoyo parlamentario destacado de Convergència i Unió, fraguado en el «pacto del hotel Majestic», y del Partido Nacionalista Vasco y Coalición Canaria. 

			Aunque pueda sorprender, la política del nuevo gobierno Aznar en materia autonómica durante la primera legislatura prosiguió y profundizó las líneas de los últimos gobiernos socialistas, aunque fuera animado por los partidos nacionalistas que le apoyaron en la investidura. Continuaron los traspasos de servicios a las CCAA, se reformó la administración central para adaptarla mejor a las CCAA, se modificó el sistema de financiación, otorgando mayor protagonismo a las CCAA, y se dio algún paso adelante en la participación de las CCAA en la Unión Europea. En cambio, tras las elecciones generales de marzo del 2000, en las que el PP obtuvo mayoría absoluta en el Congreso de los Diputados, se observó un profundo giro: el gobierno pasó a confiar solo en el PP para garantizar la cohesión de España y se lanzó a una recuperación de la idea más tradicional de España, manifestada en múltiples episodios, como las muestras de patriotismo fácil en torno al incidente del islote Perejil.

			En la primera legislatura se realizó la transferencia de competencias a Cataluña en materia de policía de tráfico, que no figuraba en el Estatuto, por la vía excepcional del artículo 150.2 CE; se continuaron reformas administrativas lógicas pero hasta entonces pendientes, como la aprobación de la LOFAGE (Ley Orgánica del Funcionamiento de la Administración General del Estado), que suprimió la figura tradicional del gobernador civil en beneficio del fortalecimiento del delegado del gobierno en cada CA —que es realmente la figura prevista en la Constitución para el nuevo Estado autonómico—, y se avanzó un poco en la participación de las CCAA en las políticas comunitarias, por el reconocimiento por ley de la Conferencia para Asuntos Relacionados con las Comunidades Europeas, en la que participan los representantes de las CCAA, la designación de representantes de las CCAA en los importantes grupos de trabajo de la Comisión Europea y la creación de la figura del consejero autonómico en el seno de la Representación Permanente de España ante la Unión Europa.

			También se aprobó en 1996 una nueva reforma de la financiación de las CCAA para el siguiente quinquenio, profundizando en la línea de la corresponsabilidad fiscal de las CCAA, iniciada en 1993. La reforma de 1996 aumentó la capacidad de ingreso de todas las CCAA, convirtiendo el IRPF en impuesto compartido, con la participación de las CCAA en su regulación y gestión, mediante la cesión de hasta un 30 por ciento del rendimiento del impuesto, y reconociendo la capacidad normativa de las CCAA en los impuestos cedidos, sobre los que hasta ahora solo tenían la gestión. Por otra parte, se corrigieron criterios distorsionados (poco ajustados a la población), que perjudicaban claramente a algunas CCAA, como Murcia, la Comunidad Valenciana y Cataluña. Estas líneas se aprobaron con la oposición de Andalucía, Castilla-La Mancha y Extremadura, las tres con gobiernos socialistas, que presentaron incluso recursos de inconstitucionalidad. Pero aún fue más importante la nueva reforma de la financiación aprobada, esta vez por unanimidad de las CCAA, y recogida en la Ley 21/2001, porque incrementa la autonomía y suficiencia financiera de las CCAA, integra a todas en el nuevo sistema y proporciona seguridad y estabilidad al menos a medio plazo. Además, se incrementa el poder normativo de las CCAA sobre los tributos cedidos y se establecen reglas de atribución a las CCAA a partir de criterios diferentes para financiar las competencias comunes, la sanidad y los servicios sociales, que quedan integrados en el sistema general de financiación.
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